
REGISTRO Nº      FOLIO Nº

                       EXPTE. Nº 131.460

                       JUZG. 10    SEC. 10

En la ciudad de Mar del Plata, a los      25       días del mes de abril del año dos mil seis, reunida la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial, Sala Primera, en acuerdo ordinario a los efectos de dictar sentencia en los autos: "CONCARO JOSE M. C- TELECHEA MAURICIO E. Y OTS. S- DAÑOS Y PERJUICIOS", habiéndose practicado oportunamente el sorteo prescripto por los artículos 168 de la Constitución de la Provincia y 263 del Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial, resultó del mismo que la votación debía  ser en el siguiente orden Dres.  Juan José Azpelicueta, José Manuel Cazeaux y Horacio Font.


El Tribunal resolvió plantear y votar las siguientes:

   
C U E S T I O N E S

1a. Es justa la sentencia de      fs. 323-329?


2a. Qué pronunciamiento corresponde dictar?


A LA PRIMERA CUESTION EL SEÑOR JUEZ DOCTOR AZPELICUETA DIJO:


I. Dictó sentencia a fs. 323-329 el Señor Juez de Primera Instancia haciendo lugar a la demanda de indemnización de daños y perjuicios deducida por JOSE MARIA CONCARO contra MAURICIO ESTEBAN TELECHEA y ALEJANDRO RUBEN PETRECCA y, de consuno, condenó a estos últimos a abonar a aquél, en el plazo de diez días, la suma de pesos dos mil trescientos cincuenta y nueve ($ 2.359-), con más intereses y costas. Asimismo, absolvió totalmente al tercero LUIS FERMIN GALLARDO.


II. Apeló el premencionado PETRECCA y expresó agravios con la pieza luciente a fs. 347-348, los que vinculó con su condena solidaria por el dato cierto de figurar como titular dominial registral del automotor siniestrante a la sazón conducido por el co-condenado TELECHEA, cuando de distintas especies de comprobación dimana el desprendimiento de su guarda y la entrega de su posesión con antelación al acaecimiento dañoso.


A fs. 352-353 vta., obra responde del actor peticionando la confirmación del fallo atacado.


III. En trance de decidir, adelanto que la cuita es fundada, debiendo aquél revocarse.


En efecto, el accidente de tránsito que nos ocupa aconteció el día 10 de noviembre de 1996. El automóvil Fiat 128, dominio C-619.644, a tal fecha, se encontraba registrado en cabeza de PETRECCA, quien denuncia su venta recién el 03 de marzo de 1997, esto es con posterioridad a dicha ocurrencia dañosa (v. fs. 248-250; arts. 394 y ccs. del CPC).


Pero dicho titular dominial se halla habilitado para desvirtuar la presunción responsabilizante que surge del artículo 27 del decreto-ley 6582-58, según la Ley 22.977. Veamos: No hay dudas que tratándose del régimen de dominio de los automotores la inscripción registral es constitutiva (arts. 1º, 7º y ccs. de aquél), puesto que se la impone aún con referencia a las partes del negocio jurídico fuente de la transmisión, como también para la oponibilidad a los terceros desinteresados (Cfr. ALTERINI, J.H.: "Gravitación de la reforma al artículo 2505 del Código Civil", ED, 43-1184, cap. II, literal "a"), por lo que el traspaso dominial opera recién con dicha inscripción, pues antes de ella el acto negocial no produce efecto alguno. Más memoro, una cosa es el derecho real y otra distinta la relación real que el sujeto establece o mantiene con la cosa, la que no requiere más que la detención material de ésta, y la exteriorización de la intencionalidad cualificante de aquélla  (la detención) (arg. arts. 2351, 2352, 2461 y ccs. del Código Civil).


Tal relación real que, en el caso, vincularía al apelante con la cosa interviniente, la que, hermenéuticamente, se concretaría en la posesión del automóvil (art. 2351 citado), se desvanece como elemento convictivo para afirmar "su" propia responsabilidad apenas se avizore que el Fiat 128, dominio C-619.644, por lo menos entre el 27 de enero de 1989 y el mes de marzo de 1992 era poseído por el tercero citado coactivamente (v. fs. 31,32 y 57; arts. 94 y 354 incs. 1º y 2º del rituario). Esto es, a aquella primera data se había producido la transmisión o transferencia posesional del vehículo teniendo a GALLARDO como su comprador. Tal traspaso, mediando ínterin la relación de BASANTA con el rodado (arts. 2377, 2378, 2381 y ccs. del Código Civil), podrá ser ilegítimo pues resultó realizado "por un modo insuficiente para adquirir derechos reales" (carencia de registración) (art. 2355, ibídem) y de mala fe ya que GALLARDO y-o eventualmente BASANTA, no podían ignorar el carácter constitutivo de la inscripción registral (arg. arts. 1º del decreto-ley 6582-58 y 20, 923 y ccs. del Código Civil), pero sin descaecer por ello como tal (art. 2362 de este último), permitiendo aseverar el desprendimiento de la posesión y de la guarda material y jurídica del automóvil por parte de PETRECCA (arg. arts. 2401, 2405, 2408, 3265 y ccds. ibídem).


IV. Si ello es así, no podría argumentarse con el mero antecedente que el locomóvil de marras figura inscripto registralmente desde el 10 de octubre de 1974 a nombre del demandado principal como titular (v. fs. 250; art. 394 citado), ni recurrir a su continuidad inscriptoria para concluír con su responsabilidad por las consecuencias dañosas del evento en el que colisionaron los rodados guiados por CONCARO y TELECHEA, en función de lo dispuesto en el artículo 1113 segundo apartado del fondal.


Es que dada la índole personal de la pretensión de daños y perjuicios deducida, mediante la misma no se discute el tema atingente a derechos reales sino la entidad y cuantía del detrimento patrimonial sufrido por el damnificado. Es más, la interpretación de recaudos formales que supeditan el reconocimiento de un derecho no debe efectuarse de modo tal que ella prevalezca sobre la verdad jurídica objetiva, cuya necesaria primacía es concorde con el adecuado servicio de la justicia y compatible con la garantía constitucional de la defensa en juicio (art. 18 de la Constitución Nacional y 15 de la Constitución Provincial) (Cfr. Excma. CSN, ED, 64-111; etc.), por lo que en hipótesis como la planteada ha de estarse a la que privilegie la consideración de la relación real como factor de legitimación activa y pasiva prescindiendo  de la justificación de la titularidad dominial atenta la naturaleza de la pretensión incoada. A mayor abundamiento, las consecuencias que derivan de la interpretación de una norma jurídica constituye uno de los índices más seguros para verificar su razonabilidad y  su congruencia con el resto del sistema al que está engarzada la disposición que se trata de aplicar (Cfrs. Excma. CSN, "Fallos", 243:482; C.Apel.C.C., Junín, ED, 110-494; etc.).


V. En tal orden de ideas, esta Cámara, por su Sala II, variando su anterior postura, lleva dicho que: "...a la luz del art. 1113 2da. parte del Código civil, quien figura como titular registral de un vehículo vendido a un tercero puede exonerarse de responsabilidad si realiza la denuncia en el Registro de la Propiedad automotor (art. 27 Ley 22.977) o si probó fehacientemente haber perdido la guarda del mismo antes de que acaeciera el hecho dañoso -culpa de un tercero por quien no debe responder- (art. 1113, 2da. parte del Cód. Civil)" (el resaltado es de origen) (v. 

causa nº 126.774, sent. del 15-04-04; Reg. nº 192-S; Fol. nº 1071-95).


Dicho precedente es conteste a la doctrina legal actual de la Excma. Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, la que sostiene que: "...el artículo 27 del decreto-ley 6582-58 (t.o.) consagra como presunción iuris tantum la falta de responsabilidad de quien cumplimente la denuncia allí viabilizada, en tanto la omisión de realizarla permite presumir con el mismo alcance la responsabilidad de quien ha incurrido en ella, siempre que no pruebe acabadamente el desprendimiento de la posesión y custodia del vehículo, es decir que su animus domini existió en la realidad de los hechos" (v. Ac. nº 2078, del 16-02-05, en la causa nº 81.641: "Oliva, Enrique c. Fahler, Oscar Alberto. Daños y Perjuicios" y acumuladas); siguiendo los pasos de la Excma. Corte Suprema de Justicia de la Nación (in re: "Camargo, Martina y otros c- Provincia de San Luis y otra", sent. del 21-05-02, Lexis Nexis, "Jurisprudencia Argentina", suplemento del 23-04-03, págs. 70 y ss., con nota de COMPAGNUCCI DE CASO; v. tamb. doctrina de la misma in re: "Seoane, Jorge Omar c- Entre Ríos, Provincia de y otro s- daños y perjuicios", sent. del 19-05-97; etc.).


Como se advierte, a tenor de lo predicho en el capítulo III de este voto, el aquí recurrente ha logrado acreditar su "desposesión" (art. 2453 del Código Civil) y consecuente pérdida de la guarda del automotor involucrado, ello con rebosante anticipación a la producción temporal del ilícito civil, por lo que la exoneración total de su responsabilidad refleja se impone, al mediar un supuesto de causa ajena -"culpa de un tercero por quien no debe responder"- (TELECHEA) (arts. 901 y 1113 segundo apartado ya citado). En punto a las costas causídicas, por la revocación parcial que postulo, entiendo las mismas deberán aplicarse por su orden de acuerdo a los recordados cambios jurisprudenciales del Tribunal y de la Casación local (arts. 68 seg. ap. y 274 del CPC).


VOTO POR LA NEGATIVA.


Los señores jueces doctores Cazeaux y Font votaron en igual sentido por los mismos fundamentos.


A LA SEGUNDA CUESTION EL SEÑOR JUEZ DOCTOR AZPELICUETA DIJO:


Conforme quedó votada la cuestión anterior, corresponde: a) Revocar, en cuanto fue materia de recurso, la sentencia de fs. 323-329 y, consiguientemente, exonerar totalmente de responsabilidad a ALEJANDRO RUBEN PETRECCA rechazándose la demanda de indemnización de daños y perjuicios a su respecto; b) Imponer, en tal tramo, costas de ambas instancias por su orden (arts. 68 seg. ap. y 274 del CPC); y c) Diferir para su oportunidad la regulación de honorarios profesionales (arts. 31 y 51 de la Ley 8904).


TAL ES MI VOTO.


Los señores jueces doctores Cazeaux y Font votaron en igual sentido por los mismos fundamentos.


Con lo que terminó el acuerdo dictando la siguiente:

- - - - - - - - - -S E N T E N C I A- - - - - - - - - -


Por los fundamentos consignados en el precedente acuerdo, a) Se revoca, en cuanto fue materia de recurso, la sentencia de fs. 323-329 y, consiguientemente, exonerar totalmente de responsabilidad a ALEJANDRO RUBEN PETRECCA rechazándose la demanda de indemnización de daños y perjuicios a su respecto; b) Se imponen, en tal tramo, costas de ambas instancias por su orden (arts. 68 seg. ap. y 274 del CPC); y c) Se difiere para su oportunidad la regulación de honorarios profesionales (arts. 31 y 51 de la Ley 8904). Notifíquese personalmente o por cédula (art. 135 inc. 12 C.Pr.). Devuélvase.-

JOSE MANUEL CAZEAUX

                                      HORACIO FONT

JUAN JOSE AZPELICUETA

                             HEBER DANIEL AMALFI

                                  Secretario

